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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo justicia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente,

 
Grupo de Correspondencia 

Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
Sede Judicial  CAN

RL

De: CEPEDA RODRIGUEZ LINA LIZETH <t_lcepeda@fiduprevisora.com.co>
Enviado: viernes, 14 de abril de 2023 16:01
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: carlosmoraa1@hotmail.com <carlosmoraa1@hotmail.com>
Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA DENTRO DEL PROCESO 11001333502220220031000
 
Buenas tardes.
 
Señores,
JUZGADO VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C.
E.S.D
 
Cordial saludo, en atención al presente me permito remitir contestación demanda dentro del proceso 2022-310,
en el cual se encuentra como demandante GRACIELA DE LAS MERCEDES PEÑA DE RODRIGUEZ en contra de la
Nación- Ministerio de Educación Nacional- FOMAG.
 
Lo anterior, en mi condición de apoderada sustituta de la entidad demandada, conforme al poder otorgado por la
doctora CATALINA CELEMÍN CARDOSO, en razón a ello remito para su conocimiento y para efectos de que se me
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reconozca personería jurídica para actuar dentro del proceso:
 
1.            Sustitución de poder a mi conferida por la doctora CATALINA CELEMÍN CARDOSO.
2.            Escritura pública N°129 de 2023 en donde se confiere poder GENERAL a la doctora CATALINA CELEMÍN
CARDOSO para la representación del Ministerio de Educación Nacional.
3.            Cédula y tarjeta profesional escaneadas.
 
De antemano agradezco su gestión y colaboración.
 
 
Cordialmente, 
 
 
LINA LIZETH CEPEDA RODRIGUEZ.
Profesional IV
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Calle 72 No. 10-03
Cel. 3202949408
Bogotá, Colombia

 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
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recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones
entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del
Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero"
disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store.
Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de
su interés.
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Doctor: 
LUIS OCTAVIO MORA BEJARANO  
JUEZ VEINTIDÓS ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C. 
E.      S.      D. 
 

 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 
 
Medio de Control:     Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Radicado: 11001333502220220031000 
Demandante: GRACIELA DE LAS MERCEDES PEÑA DE RODRIGUEZ 
Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE PRESTACIONES SO-
CIALES DEL MAGISTERIO, FIDUPREVISORA S.A. 
 

 

 

LINA LIZETH CEPEDA RODRIGUEZ identificada con cédula de ciudadanía No 1.049.636.173 de 
Tunja y T.P. 301.153 del C.S. de la J., en mi condición de apoderado sustituto de LA NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO, conforme el poder a mi otorgado, por la Doctora CATALINA CELEMÍN 
CARDOSO, identificada con cedula de ciudadanía No. 1.110.453.991, en su calidad de 
Representante Judicial en la Defensa de los intereses del MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL, en los procesos judiciales que en su contra se adelanten con ocasión de 
obligaciones a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
de acuerdo con la certificación suscrita por la Representante Legal de FIDUPREVISORA S.A,  y 
según el Poder General que le fue otorgado mediante Escritura Pública N°129 del 19 de enero 
de 2023, que la faculta para otorgar poderes especiales a los abogados que asuman la 
defensa judicial; doy respuesta a la demanda de la referencia en los siguientes términos: 

 
LA NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DE LA FINA-

LIDAD DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL:  
 

Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las prestaciones sociales de los docen-
tes nacionales y nacionalizados, efectuando el pago de dichas prestaciones, que correspondan al per-
sonal afiliado y garantizando la prestación de los servicios médico-asistenciales, entre otros aspectos.  
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Los recursos de esta cuenta especial por mandato legal son administrados en fiducia, entre otras por 
Sociedades Fiduciarias de naturaleza pública, en los siguientes términos:   
 

“(…) Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como 
una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, 
sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal 
o de economía mixta, n la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el 
Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que con-
tendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará 
la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la 
cual será una suma fija, o variable determina con base en los costos administrativos que 
se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación 
Nacional.   
 
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación descentra-
zada de los servicios n cada entidad territorial sin afectar el principio de unidad.”   
  
Artículo 4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las presta-
ciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados 
a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del Artículo 2o, 
y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán automáticamente afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, los docentes nacionales y nacionalizados 
que se encuentren vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, quienes 
quedan eximidos del requisito económico de afiliación. Los requisitos formales que se exi-
jan a éstos, para mejor administración del Fondo, no podrán imponer renuncias a riesgos 
ya asumidos por las entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en 
los convenios interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá cumplir 
todos los requisitos de afiliación de naturaleza formal o normativa y económica. (Negrillas 
fuera del texto original)    

 
En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha considerado 
que, (i) se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, sin personería 
jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, de carácter indi-
recto del orden nacional, (Fiduciaria La Previsora S.A.), vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, con personería jurídica y autonomía administrativa.  
 
Por lo anterior, la misma normativa que crea el fondo, establece el mecanismo por el cual este ac-
tuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello que la norma preestablece 
que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una entidad fiduciaria estatal 
o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. En cumplimiento de la 
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misma, el Ministerio de Educación Nacional y la Compañía Fiduprevisora S.A., suscribieron: “CON-
TRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue protocolizado mediante escritura pública N° 83 del vein-
tiuno (21) de junio de 1990, en la notaria Cuarenta y Cuatro (44), del círculo notarial de Bogotá D.C., 
en el cual La Nación, Ministerio de Educación, fungen como Fideicomitente y la compañía Fiduprevi-
sora como la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir una fiducia mercantil sobre los Recursos 
que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en adelante –EL FONDO-, 
con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, invierta y destine al cumplimiento de los 
objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las instrucciones que le sean impartidas por el Con-
sejo Directivo del mismo.   
 
El fundamento de la intervención procesal por parte de la FIDUCIARIA, se encuentra en el cumpli-
miento de sus obligaciones de carácter legal dado los elementos “naturales” del contrato, es así como 
el código de comercio en su artículo 1234 Numeral cuarto reza:  
 

“ARTICULO 1234. <OTROS DEBERES INDELEGABLES DEL FIDUCIARIO>. Son deberes indele-
gables del fiduciario, además de los previstos en el acto constitutivo, los siguientes:  
1) Realizar diligentemente todos los actos necesarios para la consecución de la finalidad de 
la fiducia;  
2) Mantener los bienes objeto de la fiducia separados de los suyos y de los que correspondan 
a otros negocios fiduciarios;  
3) Invertir los bienes provenientes del negocio fiduciario en la forma y con los requisitos pre-
vistos en el acto constitutivo, salvo que se le haya permitido obrar del modo que más con-
veniente le parezca;  
4) llevar la personería para la protección y defensa de los bienes fideicomitidos contra actos 
de terceros, del beneficiario y aún del mismo constituyente;  
5) Pedir instrucciones al Superintendente Bancario cuando tenga fundadas dudas acerca de 
la naturaleza y alcance de sus obligaciones o deba apartarse de las autorizaciones conteni-
das en el acto constitutivo, cuando así lo exijan las circunstancias. En estos casos el Super-
intendente citará previamente al fiduciante y al beneficiario;  
6) Procurar el mayor rendimiento de los bienes objeto del negocio fiduciario, para lo cual 
todo acto de disposición que realice será siempre oneroso y con fines lucrativos, salvo de-
terminación contraria del acto constitutivo;  
7) Transferir los bienes a la persona a quien corresponda conforme al acto constitutivo o a 
la ley, una vez concluido el negocio fiduciario, y  
8) Rendir cuentas comprobadas de su gestión al beneficiario cada seis meses.”(Negrilla 
fuera del texto original)  

 
Ahora bien, una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCA-
CIÓN, FIDUPREVISORA y FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO “FOMAG”, 
es preciso referirnos a la demanda de la referencia así: 
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FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones por cuanto tanto las declarativas como las de 
restablecimiento de derecho no están llamadas a prosperar en contra de mi representada, por las 
razones que se expondrán a lo largo del escrito de contestación, a saber: 
 
DECLARATIVAS 
 
PRIMERA:           Me opongo como quiera que los actos demandados, se encuentran debidamente 

ajustado al ordenamiento jurídico, no existiendo causal suficiente para quebrar la 
presunción de legalidad que sobre la misma reposa, siendo inviable la declaratoria 
de nulidad de esta. 

 
CONDENATORIAS 
 
PRIMERA: Me opongo debido a que la misma corresponde a una consecuencia derivada de la 
prosperidad de la pretensión declarativa, de tal suerte que, al desecharse por improcedente, la 
pretensión condenatoria deberá correr la misma suerte.  
 
SEGUNDA: Me opongo debido a que la misma corresponde a una consecuencia derivada de la 
prosperidad de la pretensión declarativa, de tal suerte que, al desecharse por improcedente, la 
pretensión condenatoria deberá correr la misma suerte. 
 
TERCERA: Me opongo, toda vez que la misma es consecuencia de las anteriores. 
 
 

FRENTE A LOS HECHOS 
 
FRENTE AL HECHO PRIMERO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate probatorio 
debe ser demostrado en el transcurso procesal. 
 
FRENTE AL HECHO SEGUNDO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate probatorio 
debe ser demostrado en el transcurso procesal 
 
FRENTE AL HECHO TERCERO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate probatorio 
debe ser demostrado en el transcurso procesal. 
 
FRENTE AL HECHO CUARTO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate probatorio 
debe ser demostrado en el transcurso procesal. 
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FRENTE AL HECHO QUINTO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate probatorio 
debe ser demostrado en el transcurso procesal. 
 
FRENTE AL HECHO SEXTO: NO ME CONSTA, por tratarse de un hecho objeto de debate probatorio 
debe ser demostrado en el transcurso procesal. 
 
 

FUNDAMENTOS DE DEFENSA 
 
SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 

La ley 100 de 19932 creó el “sistema de seguridad social integral” y como parte de él estructuró el 
“sistema general de pensiones”, pero exceptuando de su aplicación algunos sectores de pensionados, 
entre ellos “los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la ley 
91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remu-
neración. 
 
La ley 812 de 2003 aprobó “el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia un Estado comunitario”3. 
Esta normativa, en sus dos primeros incisos reguló lo referente al régimen pensional de los docentes 
oficiales: 
 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen presta-
cional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren vincula-
dos al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposicio-
nes vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 
 
Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán afi-
liados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pen-
sionales del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 
de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que 
será de 57 años para hombres y mujeres”. 

 
La ley 1151 de 2007, por la cual se expidió el “Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010”, en su artículo 
160 prorrogó la vigencia de algunas de las disposiciones de la ley 812, entre ellas, las contenidas en 
el artículo 81. La normativa hasta ahora reseñada permite concluir que el régimen pensional de los 
docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se establece tomando 
como referencia la fecha de vinculación del docente al servicio educativo estatal, así: 
 

i) Si la vinculación es anterior al 27 de junio de 2003, fecha de entrada en vigencia de la ley 

812 de 2003, su régimen pensional corresponde al establecido en la ley 91 de 1989 y 

demás normas aplicables hasta ese momento, sin olvidar las diferencias provenientes de 
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la condición de nacional, nacionalizado o territorial, predicables del docente en 

particular; Este régimen está llamado necesariamente a extinguirse en el tiempo a 

medida que decrece el número de sus destinatarios (régimen de transición). 

ii) Si el ingreso al servicio ocurrió a partir del 27 de junio de 2003, el régimen pensional es 
el de prima media con prestación definida, regulado por la ley 100 de 1993 con las mo-
dificaciones introducidas por la ley 797 de 2003, pero teniendo en cuenta que la edad se 
unifica para hombres y mujeres, en 57 años. 
 
En ambas situaciones se trata de un régimen exceptuado por el legislador, pues mantie-
nen e introducen modificaciones al régimen pensional general. 
 

El parágrafo transitorio primero del artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 22 de julio de 2005, se ocupa 
expresamente de los docentes vinculados al servicio público educativo oficial, en los siguientes tér-
minos: 
 

"Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados 

y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el 

Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia 

de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan 

vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima 

media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del 

artículo 81 de la Ley 812 de 2003" (resaltado y subrayas fuera del texto). 

El Acto legislativo en estudio fue de iniciativa gubernamental contenida en los proyectos radicados 
en la Cámara de Representantes bajo los números 34 y 127, presentados el 23 de julio y el 19 de 
agosto de 2004, respectivamente, los que fueron acumulados para su trámite y en su contenido ori-
ginal proponían la eliminación de todos los regímenes especiales y exceptuados, dejando exclusiva-
mente el de la Fuerza Pública y un régimen de transición que terminaría el 31 de diciembre de 2007. 
 
Desde el primer debate en la Comisión Primera Permanente de Cámara, se introdujo el tema de los 
docentes como parte del ‘régimen de transición’; y como un parágrafo transitorio fue conservado y 
ajustado en su texto a lo largo de las dos vueltas requeridas para la aprobación del acto legislativo, 
remitiendo al artículo 81 de la ley 812 de 2003. 
 
Se tiene pues que el legislador, como constituyente derivado, optó por referirse al régimen pensional 
de los docentes vinculados al servicio educativo estatal en un parágrafo que calificó como ‘transitorio’ 
bajo dos supuestos: (i) cuando se pensione el último de los docentes vinculados con antelación a la 
entrada en vigencia de la citada ley 812 se extinguirá el régimen que para ese momento existía; (ii) 
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los docentes vinculados o que se vinculen a partir del 27 de junio de 2003, quedan sujetos el régimen 
pensional del sistema general. 
 
El Parágrafo transitorio 2º. Sin perjuicio de los derechos adquiridos, el régimen aplicable a los miem-
bros de la Fuerza Pública y al Presidente de la República, y lo establecido en los parágrafos del pre-
sente artículo, la vigencia de los regímenes pensionales especiales, los exceptuados, así como cual-
quier otro distinto al establecido de manera permanente en las leyes del Sistema General de Pensio-
nes expirará el 31 de julio del año 2010. 
 
En esta perspectiva, la transitoriedad del régimen es predicable exclusivamente del grupo de docen-
tes que entraron al servicio educativo oficial antes del 27 de junio de 2003. 
 
El régimen de los docentes que ingresan al servicio a partir de la vigencia de la ley 812 de 2003 tiene 
un elemento de diferenciación o especialidad que es la edad, respecto del régimen general, y así se 
conserva. 
 
REGLAMENTACIÓN DE LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN POR APORTES 
 
La Ley 71 de 1988, fue reglamentada inicialmente por el Decreto 1160 de 1989, que dispuso, entre 
otros aspectos, que no sería computable como tiempo para adquirir el derecho a la pensión de jubi-
lación por aportes el laborado en empresas privadas no afiliadas al ISS, ni tampoco «el laborado en 
entidades oficiales de todos los órdenes cuyos empleados no aporten al sistema de seguridad social 
que los protege». 
 
Posteriormente, fue reglamentada por el Decreto 2709 del 13 de diciembre de 1994, que derogó la 
mayor parte de artículos del anterior decreto, relacionados con esta modalidad de pensión de jubi-
lación. Reglamentación que se expidió estando ya en vigencia el sistema de seguridad social integral 
establecido en la Ley 100 de 1993. 
 
El primer artículo del Decreto 2709 de 1994, señaló: 
 

«Pensión de jubilación por aportes. La pensión a que se refiere el artículo 7º de la Ley 71 de 
1988, se denomina pensión de jubilación por aportes. 
 
Tendrán derecho a la pensión de jubilación por aportes quienes al cumplir 60 años o más de 
edad si es varón, o 55 años o más si se es mujer, acrediten en cualquier tiempo, 20 años o 
más de cotizaciones o aportes continuos o discontinuos en el Instituto de Seguros Sociales y 
en una o varias de las entidades de previsión social del sector público.» 
 

Con relación al monto de esta prestación, el artículo octavo ibídem, preceptuó: 
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“Monto de la pensión de jubilación por aportes. El monto de la pensión de jubilación por 
aportes será equivalente al 75 % del salario base de liquidación. El valor de la pensión de 
jubilación por aportes, no podrá ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente ni 
superior a quince (15) veces dicho salario, salvo lo previsto en la ley.» 

Adicionalmente, es importante mencionar que el artículo sexto del citado decreto que determinó el 
ingreso base para la liquidación de esta modalidad de pensión, fue expresamente derogado por el 
artículo 24 del Decreto 1474 de 1997, en los siguientes términos: 

«Artículo 24. Vigencia y derogatorias. Este decreto rige a partir de la fecha de su publicación, 
modifica los siguientes artículos del Decreto 1748 de 1995: 3º, 9º, 12, 15, 16, 17, 24, 

28, 35, 36, 37, 41, 44, 52 y 57 y deroga el numeral 2º del artículo 3º, el artículo 25, el inciso 
3º del artículo 29, el literal c) del artículo 36, el inciso 7º del artículo 47, el artículo 51 y el 
parágrafo transitorio del artículo 52 del mismo Decreto 1748 de 1995. Así mismo, modifica 
el artículo 8º del Decreto 1887 de 1995, y deroga el artículo 6º del Decreto 2709 de 1994 y 
todas las demás normas que le sean contrarias.». 

No obstante lo anterior, dicha derogatoria fue anulada por la Sección Segunda del Consejo de Estado, 
mediante sentencia del 15 de mayo de 2014, dictada dentro del proceso 11001-03-25-000- 2011-
00620-00 (2427-2011), cuya ponencia correspondió al Dr. Gerardo Arenas Monsalve y en la que se 
consideró, que desconoció la finalidad del régimen de transición como mecanismo de protección 
ante el cambio legislativo. 

Dentro de los argumentos que se tomaron en cuenta para tomar tal determinación se encuentran 
los siguientes: 

«Así, en el presente caso, tratándose de una situación análoga a nivel reglamentario, se 
destaca que la norma que disponía el salario base para la liquidación de la pensión por 
aportes fue derogada, situación que originó un vacío normativo y obligó a remitirse a la Ley 
100 de 1993, aun cuando el legislador dispuso que el Gobierno Nacional debía reglamentar 
las condiciones para el reconocimiento y pago de la pensión por aportes (inc. 2, art. 7, Ley 
71 de 1988). 

Visto lo anterior, la derogatoria del artículo 6 del Decreto 2709 de 1994, desconoció no 
solamente la Ley 71 de 1988; sino también la Ley 100 de 1993, ya que ésta previó un régimen 
de transición, como un mecanismo de protección ante un tránsito legislativo para las 
personas que tenían la expectativa de adquirir su derecho pensional bajo una normatividad 
anterior, en este sentido no puede el ejecutivo en virtud del ejercicio de la facultad 
reglamentaria reducir de manera desproporcionada e irrazonable los beneficios de la 
normatividad pensional anterior, pues dejaría sin eficacia la finalidad del régimen de 
transición pensional.» 
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Conforme a lo expuesto, la regla jurídica para determinar el ingreso base de liquidación de las 
personas beneficiarias del régimen de transición y que tengan derecho a la pensión de jubilación por 
aportes es la establecida en el artículo 6º del Decreto 2709 de 1994, que dispone: 

«Salario base para la liquidación de la pensión de jubilación por aportes. El salario base 
para la liquidación de esta pensión, será el salario promedio que sirvió de base para los 
aportes durante el último año de servicios, salvo las excepciones contenidas en la ley. 

Si la entidad de previsión es el ISS se tendrá en cuenta el promedio del salario base sobre el 
cual se efectuaron los aportes durante el último año y dicho instituto deberá certificar lo 
pagado por los citados conceptos durante el período correspondiente.» 

Así entonces, la norma referida cobró vigencia a partir del tal declaratoria de nulidad, y por ende la 
pensión por aportes estipulada en la Ley 71 de 1988, se deberá liquidar con el 75% del salario pro- 
medio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios, para aquellas personas 
que son beneficiarias del régimen de transición, es decir para aquellas personas que tenían una 
expectativa de pensionarse con anterioridad a la derogatoria del artículo 6 de la ley 71. 

Dicha conclusión, resulta acorde con el contenido del principio de inescindibilidad normativa, en 
virtud del cual, la norma anterior aplicable debe serlo en su integridad, lo cual evita desnaturalizar el 
régimen pensional aplicable producto de la transición, y con lo que ha señalado el órgano de cierre 
de la Jurisdicción de lo contencioso Administrativo frente a situaciones de personas que no tienen 
cotizaciones, o cuando estas son apenas de unas pocas semanas o meses en vigencia de la Ley 100 
de 1993, en el sentido de que el IBL de su pensión, es equivalente al 75% del promedio de los salarios 
devengados durante el último año de servicios, tal como lo señalaban normas anteriores tales como 
el artículo 27 del Decreto 3135 de 1968 o 73 del Decreto reglamentario 1848 de 1969. 
 
SOBRE LOS FACTORES SALARIALES Y SENTENCIA DE UNIFICACION SUJ -014 DEL 25 DE ABRIL DE 2019. 

 

En lo que respecta a los factores salariales que deben constituir el ingreso base de liquidación 

pensional, el artículo 3º de la Ley 33 de 1985, expresa:  

 

 

“ARTÍCULO 3º. Modificado por la Ley 62 de 1985. "Todos los empleados oficiales de una 

entidad afiliada a cualquier Caja de Previsión, deben pagar los aportes que prevean las 

normas de dicha Caja, ya sea que su remuneración se impute presupuestalmente como 

funcionamiento o como inversión." 

 

Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación de los aportes 

proporcionales a la remuneración del empleado oficial estará constituida por los siguientes 
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factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación  básica;  gastos  de  

representación;  prima  técnica;  dominicales  y  feriados; horas extras; bonificación por 

servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de 

descanso obligatorio. 

 

En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se 

liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes”. 

 

Posteriormente, la Ley 62 de 1985 dispuso en su inciso segundo del Artículo 1º, que: 

 

"Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes 

proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida por los siguientes 

factores cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica, gastos de 

representación; primas de antigüedad, técnica ascensorial y de capacitación; dominicales y 

feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o 

realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. En todo caso, las pensiones 

de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos factores 

que hayan servido de base para calcular los aportes. (…).” 

 

Frente a lo señalado por las normas trascritas, la interpretación que se dio a través de la 

jurisprudencia del 4 de agosto de 2010 emitida por la Sección Segunda del Honorable Consejo de 

Estado1, concluyó que la base de liquidación debía incluir todos los factores salariales que emerjan 

de las prestaciones devengadas por la parte actora.  

 

No obstante, la anterior interpretación fue modificada por medio del reciente pronunciamiento 

jurisprudencial contenido en la sentencia de unificación del 28 de agosto del 20182, emitida por la 

Sala Plena de la misma corporación, donde se señala la necesidad de cambiar la jurisprudencia en la 

medida que, la que se venía aplicando contrariaba el principio de solidaridad en materia de seguridad 

social, así el Honorable Consejo de Estado, puntualizó:  

 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda; C.P: Victor Hernando Alvarado 
Ardila; Rad: 25000-23-25-000-2006-07509-01(0112-09); Actor: Luis Mario Velandia, fecha del 4 de agosto del 
2010.  
2 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo; C.P: César Palomino Cortés. Expediente: 
52001-23-33-000-2012-00143-01. Providencia del 28 de agosto del 2018.  
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“…A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la 

Corporación, en la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, según la 

cual el artículo 3 de la Ley 33 de 1985 no señalaba en forma taxativa los factores 

salariales que conforman la base de liquidación pensional, sino que los mismos 

estaban simplemente enunciados y no impedían la inclusión de otros conceptos 

devengados por el trabajador durante el último año de prestación de servicio, 

va en contravía del principio de solidaridad en materia de seguridad social. La 

inclusión de todos los factores devengados por el servidor durante el último año 

de servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir del sentido y 

alcance de las expresiones “salario” y “factor salarial”, bajo el entendido que 

“constituyen salario  todas las sumas que habitual y periodicamente recibe el 

empleado como retribución por sus servicios” con fundamento, además, en los 

principios de favorabilidad en materia laboral y progresividad; sin embargo, 

para esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa la voluntad del legislador, 

el que, por virtud de su libertad de configuración enlistó los factores que 

conforman la base de liquidación pensional y a ellos es que se debe limitar dicha 

base…”. (Negrilla fuera de texto original).  

 

En idéntico sentido, consideró el Honorable Consejo de Estado3, que el cambio de unificación 

jurisprudencial, por medio de la cual indica que debe tomarse solo los factores sobre los que se han 

efectuado los aportes, no pone en riego la garantía del derecho a la pensión del resto de los 

habitantes, si no por contrario asegura la viabilidad financiara del sistema; al respecto señaló: 

 

“…102. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en 

cuenta solo los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no afecta las 

finanzas del sistema ni pone en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la 

pensión del resto de habitantes del territorio colombiano, cuya asegurabilidad 

debe el Estado, en acatamiento de los principios constitucionales de universalidad 

y eficiencia. 

 

103. Por el contrario, con esta interpretación (i) se garantiza que la pensión de los 

beneficiarios de la transición se liquide conforme a los factores sobre los cuales se 

ha cotizado; (ii) se respeta la debida correspondencia que en un sistema de 

 
3 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo; C.P: César Palomino Cortés. Expediente: 
52001-23-33-000-2012-00143-01. Providencia del 28 de agosto del 2018. 
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contribución bipartita debe existir entre lo aportado y lo que el sistema retorna al 

afiliado y (iii) se asegura la viabilidad financiera del sistema…”. (Negrilla fuera del 

texto original).  

 

La hermenéutica jurídica lleva a concluir que esta afectación financiera de la que habla la aludida 

sentencia de unificación y los criterios planteados para la fijación de la base de liquidación pensional, 

son factores que se deben extender al régimen pensional docente, precisamente para salvaguardar 

la estabilidad de dicho sistema.  

 

Finalmente señalar como fundamento principal de defensa, lo señalado por la contundente 

jurisprudencia SUJ-014, emitida por la Sección Segunda del Honorable del Consejo de Estado de fecha 

25 de abril de 2019 Consejero Ponente: César Palomino Cortés, con respecto al alcance de las reglas 

establecidas en la sentencia de unificación de agosto de 2018, aplicable al personal docente afiliado 

al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, señalando lo siguiente: 

 

“(…)La Sección Segunda en su función unificadora, salvaguardando los principios 

constitucionales de igualdad y seguridad jurídica, acoge el criterio de interpretación sobre los 

factores salariales que se deben tener en cuenta para la liquidación de la mesada pensional 

en el régimen de la Ley 33 de 1985 que fijó la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo y 

sienta jurisprudencia frente a los factores que se deben tener en cuenta para la liquidación de 

la pensión ordinaria de jubilación de los docentes del servicio público oficial afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 

de 2003, fijando la siguiente regla:  

 

En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes de la 

vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de 

jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los 

factores que se deben tener en cuenta son solo los factores sobre los que se hayan efectuado 

los respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no 

se puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo.” 

(subrayado fuera de texto). 

 

(…)” De igual manera, el mismo antecedente jurisprudencial, indica los factores y reglas a 

tener en cuenta, cuando se trata de docentes vinculados al servicio, con anterioridad y 

posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, indicando en su parte resolutiva: 
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“Primero: Unificar la jurisprudencia del Consejo de Estado en el sentido de precisar lo 

siguiente: 

 

De acuerdo con el parágrafo transitorio 1 del Acto Legislativo 01 de 2005, en concordancia 

con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003,  son dos los regímenes prestacionales 

que regulan el derecho a la pensión de jubilación y/o vejez para los docentes nacionales, 

nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial. La aplicación de 

cada uno de estos regímenes está condicionada a la fecha de ingreso o vinculación al servicio 

educativo oficial de cada docente, así:  

 

a. En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes 
de la vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria 
de jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, 
los factores que se deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan 
efectuado los respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y 
por lo tanto, no se puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado 
artículo. 
 

b. Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, afiliados 
al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, les aplica el régimen pensional 
de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos 
previstos en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para hombres 
y mujeres. Los factores que se deben incluir en el ingreso base de liquidación son los 
previstos en el Decreto 1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las respectivas 
cotizaciones. (…)” 

 

Finalmente indicar, que las anteriores reglas y consideraciones establecidas por el máximo órgano 

judicial de lo contencioso administrativo, rigen y tienen fuerza vinculante de forma concomitante y 

retrospectiva respecto a la totalidad de conflictos de esta índole que se encuentren ya sea en etapa 

administrativa y judicial, y por ende no podrían apartarse de lo ya señalado por la presente sentencia: 

 

“(…) Segundo: Advertir a la comunidad en general que las consideraciones expuestas en esta 

providencia en relación con los temas objeto de unificación, constituyen precedente 

obligatorio en los términos de los artículos 10 y 102 de la Ley 1437 de 2011, para todos los 

casos en discusión tanto en vía administrativa como judicial, toda vez que los efectos de la 

presente sentencia de unificación son retrospectivos, en atención a lo expuesto en la parte 

motiva de esta providencia.(…)” 
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Por estas razones, deben denegarse las pretensiones de la demanda para en su lugar declarar 

probadas los medidos exceptivos que se pasan a exponer.   

 
 

EXCEPCIONES: 
 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 
 
 

• LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD  
  
Los actos administrativos demandados, por medio de los cuales se reconoce, ordena pago  y liquida-
ción  de una pensión de jubilación, se profirió en estricto cumplimiento de las normas legales vigentes 
ya aplicables al caso de la demandante, sin que se encuentre vicio de nulidad alguna, toda vez que la 
liquidación de la pensión de jubilación a ella reconocida se realizó teniendo en cuenta los factores 
sobre los cuales efectuó las cotizaciones, sin que sea procedente una nueva reliquidación para incluir 
otros factores diferentes a los que sirvieron de base para el IBL la relacionada con los factores sala-
riales que se deben incluir en el IBL. 
 
Tales reglas se encuentran claramente señaladas en la sentencia de unificación SUJ 014 de 25 de abril 
de 2019, emitida por la Sección Segunda, del Honorable Consejo de Estado, Consejero Ponente: César 
Palomino Cortés,  providencia que sienta precedente y línea jurisprudencial, que viste de obligatorio 
cumplimiento para la resolución de conflictos judiciales y administrativos, en la materia que hoy nos 
convoca, de conformidad con lo señalado por distintas jurisprudencias de la Corte constitucional. 
 

• FACTORES SALARIALES QUE INTEGRAN EL INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN – SENTEN-
CIA DE UNIFICACIÓN DEL 25 DE ABRIL DE 2019 PROFERIDA POR EL CONSEJO DE ESTADO (AR-
GUMENTO SUBSIDIARIO)  

  
Mediante Sentencia de Unificación SUJ-014-CE-S2-19 del veinticinco (25) de abril de 2019, proferida 
dentro del radicado No. 68001-23-33-000-2015-00569-01(0935-17), de la Sección Segunda del Con-
sejo de Estado, con ponencia del Doctor CÉSAR PALOMINO CORTÉS, dispuso que:  
  
“De acuerdo con el parágrafo transitorio 1 del Acto Legislativo 01 de 2005, en concordancia con lo 
dispuesto en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003,  son dos los regímenes prestacionales que regulan 
el derecho a la pensión de jubilación y/o vejez para los docentes nacionales, nacionalizados y territo-
riales, vinculados al servicio público educativo oficial. La aplicación de cada uno de estos regímenes 
está condicionada a la fecha de ingreso o vinculación al servicio educativo oficial de cada docente, y 
se deben tener en cuenta las siguientes reglas:   
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1. En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes 
de la vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de 
jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los 
factores que se deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan efectuado los 
respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se 
puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo.  
  

2. Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, les aplica el régimen pen-
sional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos 
previstos en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para hombres y 
mujeres. Los factores que se deben incluir en el ingreso base de liquidación son los previstos 
en el Decreto 1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las respectivas cotizaciones”.  
  

Para el caso concreto debe precisarse que, de conformidad con la fecha de vinculación de la parte 
demandante, los factores a tener en cuenta al momento de determinar el Ingreso Base de Liquida-
ción, son los contenidos en el Decreto 1158 de 1994.  
  
Ello siempre que, respecto de los mismos, se hubiesen hecho los respectivos aportes, tal y como se 
indicó por parte de la máxima corporación de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  
  
En suma, debe recordarse que los efectos de la sentencia de unificación son RETROSPECTIVOS, tal y 
como se plasmó:  

  
“En esta oportunidad y retomando lo indicado la Sala Plena de la Corporación, se acudirá al 
método de aplicación en forma retrospectiva del precedente, disponiendo para ello, que las 
reglas jurisprudenciales que se han fijado en este pronunciamiento se acojan de manera 
obligatoria en todos los casos pendientes de solución tanto en vía administrativa como en 
vía judicial a través de acciones ordinarias; salvo los casos en los que ha operado la cosa 
juzgada que, en virtud del principio de seguridad jurídica, resultan inmodificables”.  

  
Con todo lo anterior que plenamente soportado que la excepción está llamada a prosperar, y en tal 
sentido deben desecharse las pretensiones del Medio de Control por improcedentes.  
 

• INEPTITUD DE LA DEMANDA POR CARENCIA DE FUNDAMENTO JURÍDICO 

Solicita la accionante que se declare la nulidad parcial de la Resolución  N°10433 del 21 de sep-
tiembre de 2022, por medio de la cual se reconoce, ordena pago  y liquidación  de una pensión de 
jubilación por aportes, y a título de restablecimiento del derecho se ordene re liquidar y pagar la 
pensión con base en el 75% del promedio de lo devengado en el último año de servicios incluyendo 
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todos los emolumentos percibidos por la actora como retribución a su labor; sin embargo, no en-
cuentra sustento jurídico tales pretensiones si se tiene en cuenta que para “la liquidación de las pen-
siones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las 
cotizaciones”, ya que el legislador “enlistó los factores que conforman la base de liquidación pensio-
nal y a ellos es que se debe limitar dicha base”, como lo ha establecido la jurisprudencia de Unificación 
del Consejo de Estado. 
 

• COBRO DE LO NO DEBIDO 
 

En cuanto a los factores salariales para tener en cuenta en la base de liquidación pensional, la Ley 33 
de 1985 en su artículo 3 los enlistó, disposición que fue modificada por la Ley 62 de 1985 que en su 
artículo 1 señaló los siguientes: 

 

• Asignación básica 

• Gastos de representación 

•  Prima técnica 

• Dominicales y feriados 

•  Horas extras 

•  Bonificación por servicios prestados 

• Trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio. 

Este aparte normativo, indica que las pretensiones de los empleados oficiales de cualquier orden se 
liquidaran sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes. Así, en el 
presente caso los factores pretendidos por el accionante, en ningún caso se encuentran enlistados 
en la Ley 33 y 63 de 1985 para liquidar los aportes al sistema pensional y no pueden ser considerados 
para la liquidación de la pensión, por lo tanto, el acto administrativo que reconoció el derecho de la 
demandante se ajustó a derecho. 

 
• PRESCRIPCIÓN 

 
Se propone la prescripción como medio exceptivo de la reclamación de reliquidación solicitada por 
la demandante, que pretende incluir nuevos factores salariales en la liquidación de la pensión, de 
acuerdo con lo que resulte probado de conformidad con el artículo 488 del C.S.T, artículo 151 del 
C.P.L, artículo 41 del decreto 3135 de 1968, demás normas concordantes y la Jurisprudencia de la H. 
Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado. 
 

• IMPROCEDENCIA DE CONDENA EN COSTAS  
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 Debe precisarse que, conforme dispone el Código General del Proceso, aplicable por remisión ex-
presa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administra-
tivo:   
  
Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que 
haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:   
  
[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en la medida de 
su comprobación. […]” (Negrilla y subrayado fuera de texto original)   
   
Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la condena en 
costas  de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos,  en consecuencia solo habrá 
lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe de manera objetiva su causación, en 
consecuencia, y en ausencia de su comprobación no procede entonces la condena por cuanto los 
argumentos de defensa de la parte demandante fueron eminentemente jurídicos, tal como se ob-
serva en el expediente del proceso recurrido.   
  
El Consejo de Estado ha señalado de manera pacífica que la condena en costas no es objetiva, y en 
tal sentido se debe desvirtuar la buena fe de la entidad.  
   
El Despacho se aparta de la pacífica jurisprudencia del Consejo de Estado, al señalar una imputación 
de condena en costas objetiva, sin tener presente que en la jurisdicción Contencioso Administrativa, 
como lo ha señalado la sección segunda en casos, se debe tener en cuenta la actuación de la parte 
que apodero, en la medida que siempre actuó de acuerdo con lo señalado por la ley 91 de 1989, 
reconociendo los factures salariales taxativamente consagrados.    
   
Sobre la actuación del FOMAG y la condena en costas en casos de solicitud de prestaciones econó-
micas de los trabajadores del magisterio, debemos recordar lo señalado por el Consejo de Estado:    
   

“En cuanto a las costas, debe reiterar la Sala lo expuesto por ambas subsecciones de la 
Sección Segunda12 de esta Corporación sobre el particular, en la medida que el artículo 
188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en-
trega al juez la facultad de disponer sobre su condena, lo cual debe resultar de analizar 
diversos aspectos dentro de la actuación procesal, tales como la conducta de las partes, 
y que principalmente aparezcan causadas y comprobadas, siendo consonantes con el 
contenido del artículo 365 del CGP; descartándose así una apreciación objetiva que sim-
plemente consulte quien resulte vencido para que le sean impuestas.   
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En el caso, la Sala observa que el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de condenar 
en costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya definidos por la ju-
risprudencia, echándose de menos además, alguna evidencia de causación de expensas 
que justifiquen su imposición a la parte demandada” 

   
Es así como del pronunciamiento del Consejo de Estado, se demuestra que la condena en costas no 
es objetiva, sino que debe entonces el Juez tener en cuenta la buena fe de la entidad respecto a sus 
actuaciones procesales. Como se evidencia en el expediente EL DESPACHO NO PRESENTÓ PRUEBAS 
O FUNDAMENTO ALGUNO sobre la ocurrencia de alguna actuación por parte de la entidad deman-
dada NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – FOMAG, que desvirtúa la presunción de buena fe.    
  
Ante la falta del cumplimiento del requisito procesal para realizar la respectiva condena en costas, la 
misma no procede, quien ha actuado en el curso del proceso en buena fe conforme a la jurispruden-
cia y a los principios constitucionales. 
  

EXCEPCIÓN GENÉRICA 
  
Sea lo último indicar al Señor Juez, que con fundamento en lo dispuesto en el inciso segundo del 
artículo 187 del C.P.A.C.A., y el artículo 282 del C.G.P. (aplicable por remisión expresa del artículo 306 
del C.P.A.C.A.), solicito al Despacho que, en caso de encontrarse probada cualquier otra excepción 
dentro del trámite del medio de control, se reconozca y declare en forma oficiosa. 

 

 
 

PETICIONES 
  
Declarar probadas las excepciones propuestas por esta parte, y en consecuencia solicito al Despacho 
se sirva negar las pretensiones de la demanda de conformidad con la amplia argumentación expuesta 
a lo largo del escrito de contestación.  

 
 

FUNDAMENTOS NORMATIVOS Y DE DERECHO 
  
Invoco como fundamentos de derecho la Ley 91 de 1989, Ley 60 de 1993, Decreto 196 de 1995, 
Decreto 3752 de 2003, Ley 6 de 1945, Ley 65 de 1946 y Ley 244 de 1995 y las demás normas concor-
dantes. 
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PRUEBAS 
 
Solicito al Despacho se tengan como pruebas las aportadas por la parte demandante con el escrito 
de demanda. 

De oficio: 

• Ofíciese a la Secretaria de Educación de Educación de Soacha con la finalidad de remitir el 
expediente administrativo de la docente en donde consta el trámite administrativo realizado. 

Lo anterior, por ser la entidad territorial la competente al tener en archivo los expedientes 
administrativos de los docentes.  

ANEXOS 
 

•  Poder especial conferido a mi favor. 

• Escritura Pública No. 129 de 19 de enero de 2023 y sus anexos. 
 

 
NOTIFICACIONES 

 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 
No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y 
t_lcepeda@fiduprevisora.com.co 
  
Del señor(a) Juez,  
   

 
LINA LIZETH CEPEDA RODRIGUEZ 
C.C. 1.049.636.173 de Tunja. 
T.P 301.153 de C. S. J.  

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co


  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
                                                                                                                                N.º 020760 
Señores  
JUZGADO 022 ADMINISTRATIVO DE Bogotá 
 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
RADICADO: 11001333502220220031000 
DEMANDANTE: GRACIELA DE LAS MERCEDES PEÑA DE RODRIGUEZ 
DEMANDADO:  NACIÓN  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

 
 
CATALINA CELEMIN CARDOSO, identificada civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderada de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor ALEJANDRO BOTERO VALENCIA, 
mediante Escritura Pública No. 129 de 19 de enero de 2023, protocolizada en la notaría 27 del 
círculo de Bogotá, en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a 
él conferidas a través de la Resolución No. 018907 del 26 de septiembre del 2022, expedida por el 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y 
demás normas concordantes.   
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 
 

 
 
 



Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co

Así mismo, se deja como apoderado suplente a la abogada ADRIANA PAOLA GOMEZ PAYARES como 
coordinador de la zona.

Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación.

Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones.

La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso

Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos.

Cordialmente,

CATALINA CELEMIN CARDOSO
C.C. No. 1.110.453.991 
T.P.  No. 201.409 del C.S. de la J. 

Acepto:
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EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

CERTIFICA QUE: 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para allegar el expediente administrativo que contiene los antecedentes de la actuación 

objeto del proceso en curso y que es exigido en el parágrafo 1 del artículo 175 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Los expedientes administrativos relacionados con todo el personal docente y administrativo de los servicios educativos estatales reposan en los archivos de las 

Secretarías de Educación de la entidad territorial certificada a la que pertenece o ha pertenecido el solicitante o causahabiente. 

 

El Capítulo II del Decreto 2831 de agosto 16 de 2005 por el cual se estableció el trámite para reconocimiento de prestaciones a cargo del citado Fondo, dispone:  

Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales deberán ser radicadas en la secretaría de educación, o 

la dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el 

solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo implementará un sistema de radicación único, que regist re las solicitudes de 

reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la 

respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su trámite. 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 

962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

será efectuada a través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho 

Fondo. 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, 

certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a 

la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su 

aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 

91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las 

formalidades y efectos previstos en la ley. 

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio , copia de los actos 

administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y 

dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en firme. 

Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de conformidad con el procedimiento 

aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo 

del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las resoluciones que se expidan por 

parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la 

previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no 

prestarán mérito ejecutivo. 

Artículo 4°. Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la 

entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la 

sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.  

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de 

manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

Artículo 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá ser 

suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley.” 

(subrayado y resaltado fuera de texto. 

En el trámite legal descrito, se evidencia que no existe intervención alguna del Ministerio de Educación Nacional ni de sus servidores, puesto que desde la 

expedición de la Ley 962 de julio 8 de 2005 ya se habían suprimido las funciones que ejercían los Representantes del Ministro de Educación Nacional ante las 

entidades territoriales, dejando de participar en las juntas departamentales y distritales de educación y en el reconocimiento de prestaciones sociales con 

cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

La competencia para los reconocimientos de prestaciones sociales, contratación de servicios médicos y administración de los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio por mandato legal no corresponden a la Nación-Ministerio de Educación Nacional y por tanto, la documentación que 

pueda conformar los expedientes administrativos relacionados tampoco está bajo la custodia de este Ministerio ni reposa en sus archivos, lo que representa 

una imposibilidad material de aportar el mismo a los trámites judiciales que se adelantan ante cualquier jurisdicción. 

  

 

LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA  

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Ministerio de Educación Nacional 
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